PROMUEVE ACCIÓN DE HABEAS CORPUS COLECTIVO

Señor/a Juez/a:

XXX, con el patrocinio letrado de XXX, con domicilio en XXX, nos presentamos respetuosamente y decimos que:

I. Objeto
En virtud de lo normado por el artículo 43 de la Constitución Nacional y el artículo 1 de la Ley N.º 26.061 de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes venimos a interponer acción de habeas corpus con el fin de que se ordene el cese de la práctica inconstitucional- perpetrada por integrantes del Estado Nacional- de privar de libertad a niñas, niños y adolescentes imputados en causas penales en la que interviene la Justicia XXX, por ser contraria a los tratados internacionales de Derechos Humanos, especialmente la Convención sobre los Derechos del Niño con jerarquía constitucional del artículo 75, inc. 22 de la Constitución Nacional. 

II. Hechos y derecho 

En la actualidad, en el ámbito de la Justicia XXX, cuando una persona menor de 18 años es detenida por la presunta comisión de un delito, es derivado a las comisarías XXX, situación que es notificada a la Justicia XXX, quien solicita conjunta o alternativamente con la Fiscalía solicitan la realización de pruebas. 

Dicha práctica- la detención en comisarías- implica una flagrante violación a los derechos de las niñas, niños y adolescentes en virtud de los principios de especialidad e igualdad. 

En lo que se refiere al principio de especialidad, el mismo se encuentra consagrado en el artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño y fija los lineamientos fundamentales de los sistemas de administración de justicia penal juvenil, estableciendo que los Estados Partes deberán tomar todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños en conflicto con las leyes penales. 

Normativamente, la Argentina cuenta con una ley especial que regula el Régimen Penal de la Minoridad. También existen juzgados de instrucción, defensorías y fiscalías especializadas; como así también dispositivos específicos para el alojamiento de personas menores de edad en conflicto con la ley penal. Sin embargo, a pesar de normativas, autoridades e instituciones especializadas en materia de infancia y adolescencia, en este mismo ámbito se carece
 de un centro especializado para alojar a las personas menores de edad aprehendidas por la agencia policial, a los fines de su identificación, cuando son acusadas de la comisión de un delito. 

En este sentido, y ratificando lo establecido en la Convención, en el precedente “Maldonado”, la CSJN señaló la necesidad de: “…utilizar procedimientos específicos para adoptar resoluciones que puedan afectar el interés de las personas que entraron en conflicto con la ley penal cuando eran menores de dieciocho años (art. 40.3). Dicha regla tiene por fin evitar el daño que pueda ocasionarse a tales personas por la utilización automática de procedimientos que están diseñados para los adultos y que, por ende, no toman en cuenta las necesidades y características que el grupo protegido por la Convención no comparte con ellos”. 

En virtud de lo señalado, es palmaria la inconstitucionalidad del alojamiento en comisarías de las personas menores de edad con fines identificatorios. 

El alojamiento, internación, medida disposición o detención de una persona menor de edad en un espacio del cual no pueda salir por su propia voluntad, fundamentado en fines educativos, protectorios, punitivos, tutelares, de seguridad o cualquier otro motivo que se invoque, constituye privación de la libertad conforme a nuestro interno. 

El Decreto N.º 415/2006, reglamentario de la Ley 26.061, establece que las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad se consideran parte integrante del artículo 19 de la Ley 26.061, que define privación de libertad como la ubicación de un niño, niña o adolescente en un lugar donde no pueda salir por su propia voluntad. 

De manera innegable, la detención de personas menores de edad en dependencias policiales, independientemente del motivo e incluso para fines identificatorios, constituye privación de la libertad. 

Por otra parte, no puede soslayarse la particular situación de vulnerabilidad que supone para los niños, niñas y adolescentes la privación de libertad. En este sentido, las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad (aprobadas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, en el año 2008), brindan elementos interesantes que destacan esta particular situación. 

A la causa de la edad se le suma la situación de privación de libertad. Además, tampoco puede soslayarse que en la mayoría de las aprehensiones se trata de niños, niñas y adolescentes en situaciones de pobreza; situación a la cual debe agregarse la causal vinculada al género cuando quienes se ven involucradas son las niñas y las adolescentes. 

Asimismo, la normativa internacional es precisa en punto a las exigencias que deben satisfacer los lugares de alojamiento de los jóvenes menores de 18 años de edad imputados de haber infringido las leyes penales. 

Así observamos que las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad- que, reiteramos, por vía del Decreto N.º 415/2006 se considera parte integrante del artículo 19 de la Ley26.061- establecen el respeto de sus derechos humanos, especialmente en las Reglas 1, 2, 11, 18, 28, 34, 65, 82, 83, 84, 85 y 86. 

De la enumeración antes realizada es posible destacar algunos estándares precisos como:

· El Estado debe realizar todas las acciones necesarias a fin de evitar los efectos perjudiciales de la privación de libertad de las personas menores de edad;

· El Estado debe garantizar de manera integral y efectiva los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes;

· La privación de libertad en materia de infancia y adolescencia debe tener en consideración las necesidades y situaciones concretas de las personas menores de edad; 

· El personal que intervenga en los lugares de alojamiento debe ser especializado en dichos lugares el personal no puede ni portar ni usar armas. 

Ante ello, resulta evidente que el alojamiento de personas menores de edad en las dependencias policiales, de modo alguno satisface ninguno de los estándares básicos mencionados.

En virtud de lo hasta aquí analizado, es claro que la privación de libertad de niñas, niños y adolescentes en dependencias policiales configura una situación extremadamente delicada en función del cúmulo de vulnerabilidades que se encuentran en juego, como también de los riesgos que implica esta primera intervención policial. 

En consecuencia, el Estado debe asumir su función de garante adoptando las medidas pertinentes para garantizar la efectiva vigencia de los derechos de las personas menores de edad. En ese sentido, una de las formas en que el Estado debe asumir su posición de garante- incluso, de manera más fuerte, por la materia específica involucrada- es justamente garantizando un dispositivo de alojamiento de niños, niñas y adolescentes, con personal especializado que sustituya la práctica de alojamiento en dependencias policiales de adultos con personal de fuerzas de seguridad. 

En esta perspectiva, resulta oportuno recordar lo que la CIDH sostuvo en el caso “Bulacio”, cuando dice que: “Para salvaguardar los derechos de los niños detenidos, especialmente su derecho a la integridad personal, es indispensable que se les separe de los detenidos adultos. Y como lo estableciera este Tribunal, las personas encargadas de los centros de detención de niños infractores o procesados deben estar debidamente capacitadas para el desempeño de su contenido” (considerando 136). 

III. Prueba 

La Ley de Habeas Corpus N.º 23.098 autoriza la producción de prueba útil a la resolución de conflicto, así como la designación de audiencia con la presencia de todos los interesados. 

a) Prueba documental:

Se acompaña copia simple del acta de detención en comisaría en las siguientes causas: N.º en “XXX…..”. 

Se acompaña copia de la nota periodística que registra lo aquí presentado “XXX”.

Se acompaña respuesta emitida por el Juzgado XXX, con relación a pedidos de informes solicitados con fecha XXX. 

b) Prueba informativa:

Se requiere a XXX informe que detalle: 

· La cantidad de personas menores de edad que fueron ingresadas en comisarías durante XXX y XXX indicando los datos personales de cada uno/a; delitos imputados; fecha y hora de ingreso y de egreso; datos de la dependencia policial y del órgano jurisdiccional interviniente. 

IV. Reserva del caso federal

En el presente caso existe cuestión federal en razón de que se alega la violación de normas constitucionales y se hallan involucradas prácticas violatorias de los derechos humanos que generan responsabilidad internacional al Estado argentino. Por lo que expresa reserva de cuestión federal, en cuanto que una resolución contraria a lo solicitado viola los artículos 8.2, 9 y 19 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, los artículos 37 y 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

V. Petitorio 

En cuanto antecede, a V.E. solicitamos:

· Se tenga por interpuesta la presente acción de habeas corpus y se nos tenga por parte.

· Se designe audiencia y se provea la prueba solicitada.

· Se tenga por presente la reserva del caso federal. 
Proveer de conformidad que,

SERÁ JUSTICIA.
� El escrito que se acompaña en este capítulo es una versión resumida del habeas corpus colectivo interpuesto en 2011 por Fundación Sur Argentina por personas menores de edad privadas de su libertad en comisarías en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.surargentina.org.ar/noticias/accion-de-habeas-corpus-por-personas-menores-de-edad-privadas-de-libertad-en-comisarias/" �https://www.surargentina.org.ar/noticias/accion-de-habeas-corpus-por-personas-menores-de-edad-privadas-de-libertad-en-comisarias/�





� Por Resolución de la SENAF se creó en 2011 el nuevo Centro de Atención y Derivación (CAD), que luego fue trasladado a competencia del Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de CABA. 


A nivel nacional no pierde vigencia lo que en esta habeas corpus se solicita cuando se tiene en cuenta que es en las comisarías donde se envían la mayoría de las personas menores de edad aprehendidos. Para más información se sugiere leer el análisis crítico de Fundación Sur Argentina sobre el “Relevamiento Nacional de los Dispositivos Penales y su Población” de la SENAF/UNICEF (mayo 2021). Disponible en: � HYPERLINK "https://www.surargentina.org.ar/noticias/derechos-humanos/analisis-critico-del-relevamiento-nacional-de-dispositivos-penales-juveniles-y-su-poblacion-realizado-por-la-senaf-el-primer-semestre-del-ano-2020-y-publicado-en-mayo-de-2021/" �https://www.surargentina.org.ar/noticias/derechos-humanos/analisis-critico-del-relevamiento-nacional-de-dispositivos-penales-juveniles-y-su-poblacion-realizado-por-la-senaf-el-primer-semestre-del-ano-2020-y-publicado-en-mayo-de-2021/�








